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  ACTA DE APROBACIÓN N° 219

  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Marzo 14 de 2017, 10:11 a.m.

	Imputado: 
	Antonio José Bedoya Moncada

	Cédula de ciudadanía:
	70´058.681 expedida en  Medellín (Ant.)

	Delito:
	Actos sexuales con menor de 14 años

	Víctima:
	V.M.R. -10 años para la época de los hechos-

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra la sentencia condenatoria de octubre 25 de 2016. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden concretar así:

1.1.- Los hechos a los que se contrae la actuación fueron precisados en la sentencia de primera instancia de la siguiente manera:

“[…] En el año 2007, en la vivienda ubicada en la Cra. 15 Bis Nro. 30-03 barrio San Nicolás de esta ciudad, donde vivía la menor VMR con su familia y el señor Antonio José Bedoya Moncada ocupaba un cuarto y tenía una tienda, éste realizó en muchas ocasiones tocamientos en las partes pudendas de la menor, por lo que le daba dinero […]”
1.2.- En atención a que en la audiencia de formulación de imputación (septiembre 16 de 2013) el imputado ANTONIO JOSÉ BEDOYA MONCADA NO ACEPTÓ los cargos que le fueron formulados por el delito de acto sexual con menor de catorce años en concurso homogéneo -artículo 209 C.P.-, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (noviembre 13 de 2013), cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, autoridad que convocó para las correspondientes audiencias de acusación (febrero 16 de 2015), preparatoria (mayo 04 de 2015) y juicio oral (junio 22 y 23 de 2016), al cabo del cual se anunció un fallo de carácter condenatorio del que se dio lectura (octubre 25 de 2016) con el siguiente resultado: (i) se condenó al acusado como autor responsable del concurso de punibles que le fueron endilgados; (ii) se le impuso sanción privativa de la libertad equivalente a 88 meses y 10 días de prisión, y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso; (iii) se le negó la suspensión condicional de la ejecución de la pena por expresa prohibición legal; y (iv) se compulsaron copias de la audiencia de juicio oral con destino a la Fiscalía, para que se investigue al judicializado por la presunta comisión del delito de explotación sexual comercial de persona menor de 18 años.
1.3.- El defensor y el acusado no estuvieron conformes con esa determinación y la impugnaron. En atención a que el togado sustentó de manera oportuna el recurso, los registros fueron remitidos a esta Sala con el fin de desatar la alzada.
2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-
Solicita se revoque la determinación condenatoria proferida por la primera instancia, y, en consecuencia, se absuelva a su representando. Como fundamento de su petición expuso:

ANTONIO JOSÉ por su problema de locomoción –paraplejia por lesión en la médula ósea- se encuentra en silla de ruedas, lo que dificulta su desplazamiento. Tiene diagnosticada una disfunción eréctil, lo que le impide tener erecciones y ha ocasionado que pierda capacidad sexual, todo lo cual hace imposible que los hechos denunciados hubiesen ocurrido.
El acusado sostiene que MELVA RODRÍGUEZ, abuela de la menor VMR le adeudaba la suma de $514.000 por mercancía de la tienda, y debido a que se iba a ir del inmueble y él le cobró, le dijo que no le iba pagar, que era muy descarado reclamarle ese dinero después de lo que le había hecho a la niña –afirmación que surgió de lo que dijo una vecina sobre el presunto abuso-. Luego de lo cual decide denunciarlo, y no antes, pese a que tenía conocimiento que realizaba dichos tocamientos sobre la menor.
Estamos ante dos hipótesis diferentes que acrecientan la incertidumbre sobre lo sucedido, una en la que el señor ANTONIO JOSÉ  hacía tocamientos a la menor V.M.R., y la otra, en la que la señora MELVA RODRÍGUEZ inventa tal situación para no pagar el dinero adeudado a BEDOYA MONCADA.

Según manifestó dicha declarante no denunció porque dejaría el tema en manos de Dios, ya que es testigo de Jehová, lo cual no resulta de recibo pues se trataba de un delito bastante grave. Adicionalmente, con posterioridad, sin que mediara ninguna situación externa, sí decidió contarle a las autoridades al respecto.

Se evidencia que la vida de la menor ha sido difícil, el padre fue asesinado, la madre la rechazó, intentó abortar a los 7 meses, y no hay vínculo de calidad entre la niña y su progenitora, hay conflictos, la figura representativa es la abuela, y hay carencias económicas en la familia. En esas circunstancias, es difícil precisar de acuerdo con el análisis del psicólogo forense que estableció que la menor fue víctima de un acontecimiento sexual, que el culpable de tal situación hubiera sido su cliente, ya que V.M.R. tuvo que pasar por etapas muy difíciles en su vida, y cabe la posibilidad que haya sufrido algún trastorno sexual en la niñez, causado por una persona distinta al aquí acusado, y entonces por el solo hecho de nombrarlo a él como el autor no puede dársele total credibilidad, máxime cuando la persona que dio a conocer los acontecimientos tiene una deuda con el procesado.
Según se afirmó en el fallo en relación con el análisis hecho por el profesional de la psicología en cuanto a que entre la niña y el indiciado no hay conflictos, ni roces, ni odios, y espacios concretos en los que la niña interactuaba con el indiciado, ello resulta en sí mismo contradictorio con lo afirmado en el debate del juicio oral, pues si realmente el acusado realizó actos sexuales en el cuerpo de V.M.R., de acuerdo con las reglas de la experiencia, el resultado de ese tipo de afrentas es resquemores, rabias, sentimientos de dolor, conflicto, incluso odios, y entonces no habría posibilidad de ningún tipo de comunicación entre víctima y victimario.

La niña proviene de una familia disfuncional, tiene problemas de aprendizaje y de adaptación al medio social, es distraída en el colegio, depresiva, ansiosa, por lo que debe restársele credibilidad a sus dichos. Además, no se pueden aceptar los planteamientos de la juzgadora en el sentido de indicar que para la época de los hechos, cuando la menor tenía 10 años, no tuviera capacidad de comprensión del alcance de esos tocamientos sexuales, y confundiera la penetración con los dedos con una penetración con el pene, pues en la actualidad se tiene acceso a los medios virtuales, y por ello a esa edad podía distinguir claramente entre esas dos situaciones.
El experticio de Bienestar Familiar se tiene como prueba que respalda la versión de la menor, pero para la defensa no deja de ser prueba de referencia, ya que al profesional nada le consta de lo denunciado y se basa en los dichos de la presunta víctima.

No se puede fundar una conclusión sobre la pluralidad de actos sexuales en pruebas inexistentes, por lo que en consecuencia no es descabellado solicitar la revocatoria, por cuanto los medios de conocimiento no tienen la entidad suficiente para cimentar una condena. Es indispensable revisar con mayor rigor si puede ser lógico, que en medio de lo que se dice pudo haber sucedido, realmente existió una tercera persona, referida en el plenario como “LUIS”, quien al parecer exigió una suma de dinero a cambio de guardar silencio sobre algo que sabía. Entonces es evidente que en el asunto debatido faltan presupuestos y pruebas para emitir una sentencia de responsabilidad, con el conocimiento más allá de toda duda sobre la materialidad de la infracción y el compromiso del acusado, a consecuencia de lo cual el camino que se impone es la absolución en virtud del postulado de la presunción de inocencia y el in dubio pro reo.  
2.2.- Los sujetos procesales no recurrentes no se pronunciaron dentro del término que les fue concedido.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.
3.2.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto que contiene el fallo opugnado, a efectos de determinar si la decisión de condena está acorde con el material probatorio analizado en su conjunto, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de una sentencia absolutoria, tal como lo solicita la defensa. 

3.3.- Solución a la controversia

No observa la Colegiatura la existencia de vicios sustanciales que afecten garantías fundamentales de las partes e intervinientes, puesto que el trámite de todas las etapas procesales se surtió con acatamiento del debido proceso, y los medios de conocimiento fueron incorporados en debida forma, en consonancia con los principios que rigen el sistema penal acusatorio, por lo que se pasará a realizar el análisis correspondiente del fallo adoptado por la primera instancia, en los términos anunciados.
Como se indicara al comienzo de esta providencia, los hechos génesis de la presente actuación tuvieron ocurrencia en el año 2007, en la vivienda ubicada en la carreta 15 Bis N° 30-03 del barrio San Nicolás de esta ciudad, residencia en la que vivían la menor V.M.R. con su familia, y el señor ANTONIO JOSÉ BEDOYA MONCADA, quien ocupaba uno de los cuartos del inmueble y tenía una tienda en la parte del frente de la casa. Se sostiene que BEDOYA MONCADA realizó en múltiples ocasiones tocamientos en zonas íntimas de la menor V.M.R. -quien tenía 10 años de edad para la época-, para cuyo efecto le daba dinero.

El Tribunal debe realizar el análisis tanto del conjunto probatorio como de los argumentos defensivos tendientes a que se absuelva al procesado, con miras a determinar si la decisión de carácter condenatorio proferida por la primera instancia se encuentra ajustada a derecho.
En la actuación se tienen dos versiones contrapuestas sobre lo sucedido, una la dada por la víctima V.M.R. quien aseguró que ANTONIO JOSÉ BEDOYA MONCADA en varias ocasiones abusó sexualmente de ella y refiere las circunstancias en las que ello ocurría; y la otra, la del acusado, quien aseveró que esos hechos nunca se presentaron, que lo dicho por V.M.R. es mentira, y que la acusación en su contra obedece a un invento de la señora MELBA RODRÍGUEZ, abuela de la menor, quien le debía dinero y decidió sustraerse de la obligación de esa manera.

Con fundamento en esa última versión, y en otras circunstancias que serán objeto de análisis más adelante, el togado que representa los intereses del judicializado asegura que su prohijado no puede ser declarado responsable del ilícito que se le endilga; no obstante, a juicio del Tribunal, los argumentos expuestos por el profesional del derecho son totalmente opuestos a las pruebas obrantes en el plenario, e insuficientes para desvirtuar la responsabilidad que la asiste al procesado en los hechos. Así se asegura con fundamento en lo siguiente:

En declaración rendida en la vista pública, V.M.R. narró en forma clara y detallada las maniobras de tipo sexual que el acusado realizó en su cuerpo en varias ocasiones, y precisó que ello siempre ocurría cuando estaba sola con su agresor. Precisó que ANTONIO JOSÉ le tapaba la boca, le tocaba los senos y la vagina, e incluso le introducía los dedos en esa parte íntima; para lograrlo se entraba al baño cuando ella estaba allí, o la halaba cuando pasaba cerca de él para realizarle esas maniobras de tipo sexual, y éste le daba la suma de $2.000.oo cuando se presentaban esas situaciones. Agregó que nunca dijo nada al respecto porque sentía temor de ser castigada.

Esas afirmaciones de la ofendida, quien cuando declaró en la vista pública era mayor de edad, son espontáneas, contundentes y guardan coherencia y similitud con lo que había manifestado en versiones anteriores ante el psicólogo de Bienestar Familiar y al médico forense, es decir, que tanto la narración de lo ocurrido como el señalamiento hacia el aquí acusado es algo en lo que se ha mantenido hasta la fecha, por lo que sus manifestaciones puedan calificarse de uniformes, y ello es un factor de confiabilidad de la prueba tal como lo concluyó la juez de instancia. Lo dicho aunado a que no se advierte en ella intención alguna de perjudicar por una situación que realmente no hubiese tenido ocurrencia, ni tampoco existían razones para que quisiera inculpar falsamente a la persona aquí comprometida, tanto así que no fue por ella que se conoció lo acaecido.
Es importante resaltar que la credibilidad en el relato de la víctima no corresponde únicamente a la valoración dada por esta Corporación y por la sentenciadora de primera grado, de conformidad con las reglas que orientan la sana crítica, sino que además por parte del Dr. JAIRO ROBLEDO VÉLEZ, perito forense en psicología del Instituto Nacional de Medicina Legal que intervino en la vista pública, se concluyó que las versiones ofrecidas por la afectada acerca de la ocurrencia de los hechos materia de investigación, son lógicas y coherentes, y ello se deduce tanto en cuanto a su lenguaje verbal como no verbal al momento de efectuar esos relatos.
Se itera entonces que para la Sala, como ya se dijo, en consonancia con lo analizado por la falladora de primer nivel, esos medios de conocimiento allegados por la Fiscalía permiten demostrar no solo la materialidad de la conducta sino además la responsabilidad del aquí incriminado, y no existe la incertidumbre referida por el profesional del derecho recurrente.

Los argumentos expuestos por el togado como fundamento de su disenso, no le restan veracidad a las contundentes afirmaciones de la afectada, y por ende no logran desvirtuar en modo alguno la solidez de la  prueba de cargo, como pasa a verse.
Lo dicho por la señora MELBA ROSA RODRÍGUEZ, abuela de V.M.R, permite dar soporte a que el hecho realmente se presentó, toda vez que si bien esta no presenció ninguno de los acontecimientos de los que fue víctima su descendiente, tuvo conocimiento de su ocurrencia porque fue alertada por una vecina acerca de que algo estaba pasando, luego por un allegado de la familia, y finalmente por una prima que vio cuando la menor estaba parada en frente del procesado, y se levantó el vestido, lo que demuestra que realmente la idea de acusar al señor ANTONIO JOSÉ no surgió de ella.

Precisamente lo dicho por el procesado confirma que la señora había sido informada por terceras personas sobre el abuso, ya que asintió que le hizo un reclamo por esa situación, sobre lo cual él respondió que a ella no le constaba esa situación, es decir, sabía que le habían contado otras personas, y luego de eso la hoy denunciante se negó a pagarle, lo cual también fue referido por la señora RODRÍGUEZ RESTREPO en su declaración quien admitió la deuda.
Sostiene la defensa que pese a que la ascendiente estaba enterada de una situación anómala, la cual es de suma trascendencia, prefirió callar y dejar todo en manos de Dios por cuestiones religiosas, pero tiempo después, sin que mediara ninguna situación extrema decidió denunciar lo acontecido. A ese respecto olvida el impugnante que de acuerdo con la declaración de la señora MELBA ROSA, ella acudió a solicitar la custodia de su nieta, y debido a la confianza que le generó la defensora de familia que las atendió decidió contarle sobre el abuso del que la menor había sido víctima, lo que dio lugar a que la adolescente también hablara acerca de lo sucedido.
Es decir, no le asiste la razón al recurrente en ese aspecto porque la idea de contar lo sucedido no surgió de la nada, sino dentro del trámite de solicitud de custodia que debió adelantar, y allí la señora RODRÍGUEZ RESTREPO decidió poner en conocimiento de las autoridades esa situación, es decir, no se puede sostener que la misma se presentó únicamente como una excusa para no pagar el dinero, puesto que como ya se dijo, la versión sobre el abuso no fue creada por la abuela de V.M.R. y mucho menos por la directa afectada, sino que obedeció a lo que le habían informado otras personas, y al respecto le hizo el correspondiente reclamado al hoy acusado. Téngase presente además, que de haber sido así, es decir, de querer anteponer lo sucedido con miras a no pagar lo que debía, muy por el contrario hubiese puesto de presente el hecho prontamente y no habría dejado pasar tanto tiempo para proceder de esa manera.

Pero más allá de eso, lo que deja de lado el togado en su argumento es la contundencia de lo narrado por la víctima en audiencia de juicio oral, quien no se había atrevido a hablar de la situación hasta que se presentó la intervención por parte de la defensora de familia, y durante su declaración, la cual fue bastante emotiva, se observó la gran afectación que le produce hablar sobre lo acontecido e incluso la impotencia que le causa narrar esos hechos, y su dificultad para girarse a verificar si el agresor se encontraba en la sala debido a que no quería volver a verlo. 
Afectación que fue referida también por JORGE EDUARDO SALDARRIAGA PÉREZ, psicólogo adscrito a Bienestar Familiar, persona que la valoró y le realizó una intervención, quien indicó que la menor le expresó concretamente que no le gustaba hablar del tema, pese a que le contó algunas circunstancias al respecto, lo cual interpretó como un mecanismo para conservar el equilibrio.

Aunado a todo lo anterior, debe decir el Tribunal que no le resta credibilidad al testimonio de la menor lo indicado por el defensor en cuanto a sus problemas familiares, personales y comportamentales, toda vez que ello no tiene ninguna incidencia en la veracidad de su relato, ni tampoco da lugar a pensar que la persona que refiere no es el aquí acusado, puesto que el señalamiento que hace respecto de él es seguro y contundente, y no hay ningún elemento que indique que pudo ser otra persona quien ejecutó el hecho.
El que su representado tenga una supuesta disfunción eréctil y una disminución en su capacidad sexual en atención a la paraplejia que padece, que no fueron demostradas, tampoco es un aspecto que permita desvirtuar que no se ejecutaron las acciones por parte de él, puesto que como quedó en evidencia en la respuesta dada en el contrainterrogatorio de la Fiscalía, ello no impide que tenga deseos de esa índole.

Ahora, no es cierto que la falladora indicara que la menor no sabe distinguir entre un acceso con el miembro viril y uno con los dedos, lo que realmente quiso dar a entender la funcionaria, es que si bien la menor refirió haber sido accedida con los dedos, cargo que no fue imputado por la Fiscalía, quizá debido a su corta edad pudo confundir esa situación con un simple tocamiento, y entonces la conducta se adecua más a los actos sexuales que fueron enrostrados al judicializado.
En ningún momento el que se determinara en la valoración del psicólogo forense que entre el procesado y la víctima no había conflictos ni roces, y compartían espacios en los que interactuaban, resulta contradictorio a la situación de abuso, puesto que ello contribuye a concluir que sus manifestaciones no obedecen a ninguna represalia, es decir, no sentía rencor hacia él pese a lo acontecido, y que verdaderamente éste tuvo la oportunidad de efectuar las maniobras de tipo sexual en razón de la cercanía con ella.
Finalmente, debe decirse que nada tiene que ver el hecho de que una de las personas que fue referida por la señora MELBA y también por la menor, como quien dio información sobre lo acaecido y sostuvo que el señor ANTONIO JOSÉ le dio un dinero para que guardara silencio a ese respecto, y quien al parecer falleció según lo indicó V.M.R., no declarara en juicio, ya que su testimonio no era indispensable para determinar la ocurrencia de los hechos que son materia de juzgamiento, puesto que éstos quedaron plenamente demostrados con la declaración de la víctima, y el respaldo que a esta le proporciona el peritaje de psicología forense.
Así las cosas, en consonancia con lo precedentemente expuesto, la Corporación acompaña los términos en que fue proferido el fallo de primer grado. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso. 

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación, que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,


WILSON FREDY LÓPEZ
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